
1.  Introducción
La pandemia nos ha hecho más vulnerables. Llevábamos años advirtiendo de la precariedad laboral, de 

una nueva clase de trabajadores pobres, de cómo los mileuristas pasaron de merecer la compasión de la 
sociedad a convertirse casi en unos privilegiados… cuando irrumpió la COVID-19. La ONU se ha ocupado 
de evaluar los efectos de esta crisis en los trabajadores del mundo y, entre los más afectados, los que se 
dedican a la economía informal, aquellos que carecen de cualquier forma de protección social o beneficios 
relacionados con el empleo. A esos a los que se les puede llamar doblemente pobres y que, más que tener 
un trabajo, se ganan la vida.

¿Cómo vivir si se carece de un empleo?

La Agenda 2030 de la ONU reconoce como prioridad la transición a la economía formal y pide que se 
establezcan hojas de ruta para integrar a los trabajadores y empresas informales en las economías formales 
a fin de beneficiarse de la plena participación de las mujeres en la fuerza laboral y reducir las desigualdades, 
también las de género, de manera más amplia. Porque la mayoría de las personas ingresan a la economía 
informal no por elección, sino debido a la falta de oportunidades en la economía formal. Si durante este 
milenio la globalización y la interdependencia abrieron nuevas oportunidades mediante el comercio, las 
corrientes de inversión y capital y los adelantos de la tecnología, incluida la tecnología de la información, 
no podemos olvidar que seguimos conviviendo con problemas graves como agudas crisis financieras, 
inseguridad, pobreza, exclusión y desigualdad, agravados además por la pandemia.

La situación de Andalucía sigue siendo empobrecida. La renta per cápita, uno de los indicadores que mide 
la calidad de vida y la convergencia con España, se sitúa en torno al 75% de la media nacional con algo 
menos de 20.000 euros frente a un promedio de 26.400 euros. La tasa de paro ha pasado del 24,8% en el 
año 1981 al 20,2% en el 2021, con 821.800 desempleados, lo que sitúa a Andalucía en el furgón de cola, 
sólo por delante de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. En este periodo, la población ocupada ha 
pasado de 1,4 millones a 3,2 millones gracias a la incorporación de la mujer al mercado laboral y al notable 
aumento de la población activa.

A pesar de que la comunidad mejora su posición, es la región con mayores bolsas de pobreza. Según la Red 
Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social, en su XI Informe ‘La pobreza que llega. Informe 
sobre el Estado de la Pobreza en Andalucía 2008-2020’, la comunidad autónoma registra 2,97 millones 
de personas en riesgo de pobreza y/o exclusión social, lo que supone un 35,1% de la población, por lo que 
concluye que la situación “sigue siendo crítica”.

Por su parte el Informe de la Fundación Foessa “Evolución de la cohesión social y consecuencias de la 
Covid-19 en España” destaca la situación excepcional que ha experimentado la sociedad como consecuencia 
de la pandemia y el impacto social que ha tenido en las personas y en los hogares, que ha truncado la 
tendencia a la reducción de la desigualdad. El retrato de la Fundación vinculada a Cáritas deja un desolador 
escenario principalmente para los jóvenes, donde la incidencia de la exclusión en la población juvenil es 
muy superior a la media estatal. En los menores de 30 años y en aquellos hogares en los que el sustento 
económico está a cargo de una mujer, 4 de cada 10 están en situación de exclusión social, un incremento 
alrededor del 75% desde el año 2018. También el panorama es desolador para los extranjeros que residen 
en la comunidad -el 70% están en situación de exclusión social- y para las familias monoparentales, estás 
últimas formadas mayoritariamente por mujeres.

De la misma Fundación Foessa, el Informe Sociedad Expulsada y Derecho a Ingresos explica que la crisis 
sanitaria ha dejado tras de sí una profunda huella. Más allá del esperable incremento de la exclusión y la 
pobreza, el resultado más grave se traduce en el ensanchamiento de la exclusión social, sobre todo entre 
aquellas personas y familias que acumulan más dificultades de integración. Y ha supuesto que dos millones 
de personas se hayan sumado a los cuatro millones que habitaban este espacio social antes de la llegada 
de la pandemia.

Sobre la comunidad autónoma, un informe de la Fundación Foessa publicado en el primer trimestre 
de 2022, ‘Exclusión y desarrollo social en Andalucía’, incidía en que la Covid ha supuesto un «shock sin 
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precedentes» en la cohesión social, siendo «los grandes damnificados» las personas y familias más frágiles 
y desfavorecidas. A partir de una encuesta realizada a más de 600 familias andaluzas esta Fundación 
concluyó que el incremento de la población andaluza excluida ha aumentado más de un 36%, lo que implica 
que, en 2021, algo más de 2,2 millones de personas (el 26,3% de la población andaluza) se encontraba en 
situación de exclusión social. De ellas, la mitad, 1,1 millones, está en una situación de exclusión severa; y 
de estas, casi 475.000 personas aparecen en una situación aún más crítica. Según este informe, durante los 
dos últimos años un 7,3% de los hogares andaluces ha dejado de participar con normalidad en la sociedad 
tal como lo hacía en 2018.

Merece la pena también advertir los retrocesos en la igualdad de género. El informe #EmpleoParaTodas: 
la mujer en riesgo de exclusión en el mercado laboral, elaborado por la Fundación Adecco, señala que en 
Andalucía el año 2021 se ha saldado con 79.600 desempleadas mayores de 55 años, frente a las 51.600 de 
2019, en tiempos prepandemia (+54,3%, un incremento de 28 000 mujeres). En el último año, las mujeres 
mayores de 45 años en Andalucía son las únicas que han visto crecer su número de desempleadas, un 
4,3% las que tienen entre 45 y 54 años y un 39,4% las que superan los 55 años. Mientras, a nivel general, 
el total de mujeres en desempleo en Andalucía ha crecido en una proporción mucho menor, del 1,7% y, en 
términos netos, todas las mujeres que se han ido al desempleo son mayores de 45 años. Es la primera vez 
en la historia que las desempleadas mayores de 55 años rozan las 80.000 (79.600).

En definitiva, son dos años los que llevamos sufriendo las consecuencias que la pandemia provocada 
por la aparición de la COVID-19, ha supuesto para la economía, la salud y en general para todas las 
condiciones de vida de nuestra población. El balance ofrecido por los macroindicadores nos aporta una 
sociedad más desigual en la que el grupo que más dificultades presenta sigue siendo el de las personas 
desfavorecidas. Un colectivo al que le cuesta cada vez más participar de la sociedad por sus dificultades 
para acceder a un empleo, al consumo, a una vivienda digna o a cuidar de su salud, e incluso a su relación 
con la Administración, denominado como la brecha digital.

El Defensor del Pueblo andaluz, en el Informe extraordinario publicado tras la experiencia del confinamiento 
‘Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia’ extrajo un catálogo de 13 
retos o lecciones para evitar que las víctimas de esta crisis, de todas las crisis, sean siempre los más 
indefensos. En este balance del Informe Anual 2021 aportamos un seguimiento de la evolución de cada 
reto, con el deseo de que continue sirviendo como aprendizaje en la lucha contra la pandemia y con el 
objetivo de construir entre todos una sociedad más resistente, preparada e igualitaria.

2.  Evolución de los Retos para salir de la crisis sanitaria 
en igualdad. Dos años conviviendo con la COVID-19
2.1. Fortalecer el Sistema Público de Salud

Dentro de los retos a afrontar por el sistema público de salud se encuentra el de la necesidad de su 
fortalecimiento. La importancia de la información recomendaba la necesidad de un mayor acercamiento 
entre la Administración sanitaria andaluza y las personas que, como titulares del derecho a la protección 
de la salud, precisan del conocimiento necesario para poder ejercerlo correctamente, tanto en beneficio 
propio como del uso racional de los recursos del sistema.

Reconociendo las dificultades de difundir adecuadamente la información en un escenario de crisis de 
salud pública, así como los esfuerzos desplegados por la Administración sanitaria para ello, a través de 
canales digitales y orientación telefónica o presencial, 2021 ha reproducido el patrón de desorientación 
iniciado en 2020, con el añadido de que en la pasada anualidad las personas desconcertadas por causas 
diversas (citas de vacunación, contacto directo con el centro de salud, práctica de prueba PCR, acceso a la 
cita médica presencial en lugar de telefónica o cómo obtener a tiempo una baja o renovar la medicación, 
entre otras), ya no solo buscaban obtener criterios y respuestas a sus dudas, sino, más allá, solucionar 
materialmente la necesidad planteada.

“Hay que dotar a los 
servicios sanitarios de 

personal con vocación de 
permanencia”
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